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En España parece haber en estos momentos un cierto consenso sobre las externalidades provocadas por los excesos del ladrillo patrio. Aunque con matices, hay una general acuerdo sobre que el excesivo escoramiento en los últimos años de nuestro país hacia el sector inmobiliario ha sido malo para nuestro medio ambiente (según los datos del Corine Land Cover de la UE, más del 30% de la superficie artificializada en España desde la prehistoria hasta hoy lo ha sido en los años 1987 a 2010 –y todos sabemos cómo y para que se ha artificializado una buena parte de ese suelo-), para nuestro sistema productivo (que se ha hecho excesivamente dependiente del ladrillo y del cemento y que ha dejado de invertir en otros sectores de mucho mayor valor añadido –en el momento álgido de la burbuja, según datos del Banco de España, el 60% del crédito a actividades productivas del sistema financiero español tenía como destino el suelo, la urbanización o la edificación-), para nuestro mercado laboral (la parte relativa a la construcción, es intensiva en mano de obra de baja cualificación, muy alejada de la economía del conocimiento y la innovación y explica en buena medida el paro español record europeo), para muchos particulares y familias (que se han sobrehipotecado de forma imprudente para adquirir vivienda de precios artificialmente hinchados), para el propio sector inmobiliario (que ha perdido empresas, empleo y prestigio y que no sabe qué hacer ni con el casi 1 millón de viviendas nuevas sin comercializar ni con su futuro), para nuestro sistema financiero (que sigue teniendo escondidos más de 450.000 millones de euros en activos tóxicos inmobiliarios españoles), para determinados colectivos sociales (record en edad de emancipación tardía de los jóvenes en la UE, inadecuado parque de vivienda para las personas mayores, inexistencia de una política de vivienda específica para inmigrantes con la consiguiente aparición de fenómenos como la sobreocupación de vivienda, dificultades habitacionales de los colectivos socio-económicamente frágiles, etc), para las políticas públicas de vivienda (España es un verdadero pigmeo en esta materia en comparación con el resto de los países de la UE y la brecha en esta convergencia se ha agrandado en los años de bonanza inmobiliaria, en los que hasta la vivienda protegida en propiedad descalificable ha sido una categoría residual, con lo que excuso hablar de nociones como parque público de vivienda en alquiler, lucha contra la vivienda vacía, rehabilitación, regeneración urbana o derecho subjetivo efectivo y real a la vivienda), para el prestigio de la política (ladrillo y corrupción son un binomio innegable en muchas CCAA españolas), para la Hacienda Pública (rescate con dinero público del complejo inmobiliario-financiero en un proceso ya clásico de socialización de pérdidas, precedido de una masiva privatización de altos beneficios) y para el prestigio de España en su conjunto.
Pues bien, dado que sobre casi todo lo anterior hay cierto consenso, deberíamos estar haciendo en estos momentos las reformas estructurales necesarias para evitar que en el futuro, cuando se vuelvan a dar las circunstancias propicias (crecimiento del PIB, el empleo, el crédito, etc), no suframos similares o peores fenómenos especulativos que los vividos hace unos años. Sorprendentemente hoy casi nadie está planteando públicamente en España que debemos hacer ahora para evitar o paliar las burbujas inmobiliarias del futuro. Sin ánimo de ser exhaustivo, aporto algunas de las reformas estructurales que a mi juicio son claves para este empeño:
1. Drástico cambio en la política fiscal relativa a la vivienda: hay que pasar de favorecer fiscalmente la compra de vivienda libre (que no hace sino incrementar el precio final pagado por la ciudadanía y drenar las arcas públicas) a favorecer el alquiler, la vivienda protegida, la movilización de vivienda vacía, la rehabilitación y la regeneración urbana. Creo que es hora de pedir a las haciendas españolas que dejen de comportarse como bomberos pirómanos y que fomenten fiscalmente otro tipo de sector inmobiliario, otras políticas públicas de vivienda y otros entornos urbanos.
2. Es necesario limitar por ley el crédito al que pueden acceder los promotores y los compradores de vivienda. Dado que el sector financiero español es incapaz de autoregularse y tiende a conceder créditos en exceso, basados en precios irreales de la vivienda y a personas o empresarios que no siempre tienen capacidad de devolver esos préstamos, es necesario que se legisle sobre la materia. Francia o el Reino Unido ya limitan el crédito al que puede acceder un promotor o un particular para, respectivamente, comprar suelo y edificar o comprar vivienda. Los británicos están estudiando limitar por ley incluso el nivel de apalacamiento inmobiliario de las entidades financieras. Si en España limitáramos por ley los créditos a promotores (vg. exigiendo la propiedad del suelo sobre el que van a promover para poder obtener un préstamo promotor) y a particulares (vg. no permitir a las entidades financieras conceder créditos que supongan dedicar más de un 30% de los ingresos mensuales ordinarios de una persona o familia al pago de la hipoteca) dificultaríamos o evitaríamos riesgos sistémicos (concentración de riesgo del sistema financiero en el sector inmobiliario) y el sobre-endeudamiento de personas y familias para acceder a una vivienda. Estas medidas tendrían, a muy corto plazo, un fuerte efecto anti inflacionista sobre los precios de venta de las viviendas (la oferta y la demanda de vivienda tendrían un suministro financiero razonablemente racionado). Además de lo anterior, sería muy recomendable que en España se regulase la dación de vivienda en pago de una hipoteca, así como la reconstrucción de una banca pública generalista, o cuando menos de una banca pública en los submercados de crédito para suelo, urbanización, edificación, gestión de parque en alquiler y acceso de particulares a la vivienda.

3. Concebir el urbanismo como una función pública y, por lo tanto, una parte del mercado estructuralmente intervenido por el Estado. A través de figuras ya existentes como las valoraciones del suelo que excluye las expectativas urbanísticas (texto refundido de la ley estatal del suelo del 2008), el aumento de la participación de la comunidad en las plusvalías urbanísticas mucho más allá del actual y simbólico 10%, o la generalización y refuerzo de las reservas de suelo para vivienda protegida que ofrecen vivienda a precios asequibles y, en cierto volumen y tiempo, presionan a la baja sobre el precio de la vivienda libre -siempre que la vivienda protegida esté calificada de por vida y no sea descalificable como lo es, en general, en estos momentos- (interesante observar lo ocurrido a este respecto en la ciudad de Vitoria-Gasteiz). Pero también a través de figuras hoy no presentes en nuestra legislación, pero ya debatidas en círculos académicos españoles y existentes en otros países de nuestro entorno, como las reservas de suelo para vivienda protegida en alquiler o las obligaciones legales de rehabilitación y regeneración vinculadas a las nuevas expansiones urbanas. 
4. Fuerte intervención pública en materia de vivienda. Lo que, al menos, debe traducirse en incrementar el gasto directo en políticas públicas de vivienda (en estos momentos menos de la mitad de la media de la UE); empezar a construir un servicio público de vivienda que se sustente en una fuerte producción de vivienda protegida no descalificable destinada de forma mayoritaria al alquiler público (nuestro parque público de alquiler es inferior al 1% del total de viviendas, cuando en los países líderes de la UE oscila entre el 30% y el 40%), así como en la figura de los alojamientos dotacionales y el derecho de superficie; rehabilitar vivienda y regenerar entorno urbano con presupuesto público y consecuentemente con mecanismos de captación pública de las futuras plusvalías urbanísticas; reducir la bolsa de vivienda vacía existente en España, etc.
5. Es inaplazable afrontar el problema de la escala y la financiación municipal y con ello, entre otras cosas, ayudar a garantizar un real sometimiento del urbanismo municipal a la ordenación del territorio y la normativa medioambiental de las CCAA, la Administración General del Estado y la UE.
De casi todas estas cosas, en estos momentos, en España no se habla ni en círculos políticos ni en los financieros. Al parecer las burbujas inmobiliarias de futuro se van a evitar por si solas. O quizás algunos simplemente desean la rápida llegada de la próxima, habida cuenta de los cuantiosos beneficios privados a corto plazo y costes públicos a largo plazo que las mismas suelen dejar. El interés general aconseja tomar medidas hoy para evitar volver a tropezar de nuevo y de forma aún más dolorosa mañana en la misma piedra. Por el bien de todos, esperemos que se promuevan en breve en España estas y/o otras reformas estructurales dirigidas en la misma dirección.
